Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 23 minutos) 


En nombre de la Comisión de Constitución y Legislación tenemos el agrado de recibir a la 
delegación integrada por el doctor Dardo Preza —Presidente de la Comisión Redactora del 
Código Penal— la doctora Adriana Berezán —representante de la Asociación de Defensores de Oficio— 
la doctora Beatriz Scapusio, el doctor Jorge Chediak —representante de la Suprema Corte de Justicia— 
la doctora Raquel Landeira y el doctor Eduardo Fernández, Fiscal Penal. 


Tenemos previsto en el día de hoy continuar con el análisis del proyecto de ley que tenemos 
a consideración, y en esta instancia estaríamos culminando el primer estudio del Código del Proceso 
Penal. Luego, seguramente la Comisión programará un régimen de trabajo para seguir con su 
consideración y es muy probable que los volvamos a llamar cuando tengamos una visión más acabada 
de dicho Código. 


Informo que por problemas de algunos señores Senadores —sobre todo del Presidente— la 
reunión del día de hoy tendría que culminar a las 12 horas. Es probable que cuando los recibamos 
nuevamente la sesión sea más prolongada; además, procuraremos suministrarles el material a 
analizar por lo menos con diez días de anticipación. 


Tiene la palabra el doctor Preza. 


SEÑOR PREZA.- Agradezco la sugerencia de la Presidencia en cuanto a la posibilidad de establecer 
un orden de exposiciones en el futuro. Para hoy tenemos pendientes dos temas. Concretamente, uno 
de ellos lo tenía que abordar la doctora Berezán y el otro el doctor Fernández Dovat. 


SEÑORA BEREZÁN.- En la sesión anterior habíamos realizado una presentación genérica de este 
proceso de ejecución que está previsto en los artículos 239 a 331 del proyecto que se está 
manejando. La idea esencial de esta etapa del proceso penal era la especialización, donde ya el 
imputado, en una primera instancia reviste calidad de penado, así como también judicializar todo el 
proceso en cuanto a cuáles son las condiciones, por ejemplo, de su situación de reclusión, teniendo en 
cuenta las competencias que tienen los Jueces de Ejecución, que están previstas en el artículo 291. 
En principio obviaría leerlas porque ya lo analizamos en la anterior reunión. Incluso el señor Senador 
Moreira comentó que tenía similitudes desde el punto de vista administrativo con el desempeño del 
Comisionado Parlamentario. 


Con respecto a la competencia de los Jueces de Ejecución, es la misma que la que tienen en 
el proceso penal actual. En concreto, el Juez de Ejecución será competente donde el condenado 
cumpla la pena, ya sea privativa de libertad o en ejercicio ambulatorio. Es un criterio que se mantiene, 
así como también se conservan los criterios de liquidación de pena que están previstos en el artículo 
294. Lo más importante a destacar es que las actuales libertades condicionales y anticipadas están 
siendo concedidas por la Suprema Corte de Justicia, pero estos estatutos van a quedar en manos de 
los Jueces de Ejecución. En todo caso, el doctor Chediak podría profundizar en el tema, por cuanto 
estas dos instancias procesales posteriores a la ejecución le fueron concedidas a la Suprema Corte de 
Justicia por ley. En este momento no hay por qué traer a colación los argumentos de la época, pero se 
trata de una actividad jurisdiccional que se le impuso a la Suprema Corte de Justicia y no está dentro 
de sus estrictas competencias, por lo que nos pareció oportuno llevarla a una instancia diferente, es 
decir, al ámbito de los Jueces de Ejecución y Vigilancia. 


Las condiciones para la libertad condicional son las mismas: cuando se otorga a una 
persona condenada la libertad condicional, pasa a estar en ejercicio de su libertad ambulatoria, que es 
el momento en que la sentencia de condena queda ejecutoriada. ¿Por qué razones? Porque haya sido 
excarcelado provisoriamente en el decurso del proceso o porque se le hayan impuesto medidas 
alternativas privativas a la libertad y nunca haya estado en la cárcel. Para eso, al momento de la 
ejecutoria de la sentencia, el Juez debe tener a la vista una planilla de antecedentes judiciales, 
aprobada la liquidación, y previa vista del Ministerio Público, le concede eso que se llama libertad 
ambulatoria. ¿Qué significa? Que durante la pena que le quede por cumplir en libertad estará 


sometido a la vigilancia de la autoridad, que en este caso es el Patronato Nacional de Encarcelados y 
Liberados. Vencido ese término se vuelve a pedir una planilla, y si el individuo no fue condenado por la 
comisión de un nuevo delito, queda extinguida la pena y se archiva el expediente. Para el caso de que 
en ese período en que estuvo sometido y debió cumplir con requisitos tales como trabajar y no haber 
cometido ningún delito, hubiera sido condenado por la comisión de un nuevo delito, queda revocada la 
libertad condicional y debe de ser reintegrado a la cárcel a cumplir el saldo de pena, justamente, por no 
haber cumplido con los requisitos exigidos por la ley. 


Por el contrario, la libertad anticipada en esencia refiere a la persona que está privada de 
libertad y cumple ciertas condiciones. En el caso de una pena de penitenciaría, o sea, que supere los 
2 años de privación de libertad, para poder solicitarla tiene que haber cumplido media pena. Si la 
pena es de prisión, hasta los 24 meses, puede solicitarla en cualquier momento desde la instancia en 
que la sentencia quede ejecutoriada. En esta situación, la solicitud que hoy se hace ante el jerarca 
administrativo, esto es, ante el Director o el encargado de la cárcel, va a ser presentada por el 
condenado o por su defensa ante el Juez; será el Juez de Ejecución quien le pedirá que previamente 
ordene liquidar la pena —por el instituto de la redención de la pena— solicitará los informes al Director 
del establecimiento —que deberán ser devueltos en un término de 5 días— dará vista al Ministerio 
Público con respecto a esa concesión y finalmente resolverá. Para el caso de que resuelva otorgar esa 
libertad anticipada, la situación es idéntica a la de la condicional. En términos muy genéricos podemos 
decir que se liquida el saldo de la pena y queda sometido a vigilancia. Vencido el saldo de pena, si no 
cometió un nuevo delito, se tiene por extinguida la pena y, si cometió un nuevo delito, se revoca la 
libertad anticipada y se lo reintegra a cumplir el saldo de pena. Esto es, digamos, en términos 
genéricos. 


Donde aparece lo nuevo es en el caso de que se niegue la libertad anticipada, pues se podrá 
recurrir ante el Tribunal de Apelaciones, y si éste confirma la denegatoria, no se puede volver a 
presentar la solicitud hasta pasados seis meses desde esa última resolución ejecutoriada. Esto tiene 
un sentido práctico porque en la realidad no hay ningún control sobre la solicitud de libertad anticipada, 
cuyo punto de arranque es una actividad administrativa. Actualmente el trámite demora entre 8 y 9 
meses, lo que es muchísimo, y la Suprema Corte de Justicia observa que no se terminó de negar una 
libertad anticipada cuando a los cinco meses aparece el mismo expediente, con un informe que no 
tiene ningún cambio, y otra vez se debe tomar la misma definición. ¿Por qué sucede esto? Porque el 
recluso tiene la libertad de hacer el pedido tantas veces como considere oportuno. Ante una 
denegatoria, se vuelve tramitar otra solicitud y no se puede negar, pues cuenta con los plazos legales 
para hacerlo. 


El otro instituto que está planteado en esta etapa es el de la suspensión condicional de la 
pena. Este beneficio está previsto para primarios absolutos o legales. En el caso legal, refiere a aquel 
que fue beneficiado por el instituto de la gracia que concede la Suprema Corte de Justicia. El otro 
supuesto es que la pena sea de prisión, es decir, de hasta 24 meses, o de penitenciaría hasta 3 años. 
Estas condiciones las recogimos de la Ley de Prisión Preventiva, en la que se establecen medidas 
alternativas, o sea, no realizamos modificaciones. Sí introdujimos un tema técnico que se discute 
mucho, relacionado con la vigilancia. Al individuo, primario legal o primario absoluto, con una condena 
de hasta 3 años de penitenciaría, el Juez puede entender que se le puede conceder lo que se llama la 
suspensión condicional de la pena. Los efectos son que a partir de la fecha en que la sentencia quede 
ejecutoriada, permanece sometido a la vigilancia de la autoridad. Si en el término del año desde la 
ejecutoria hasta que se cumple el plazo, el individuo no cometió nuevo delito, se tiene por extinguido el 
delito —no la pena— es decir que pasa a hacerse de cuenta que nunca fue condenado y se ordena la 
extinción y la cancelación de las inscripciones de sus antecedentes. Esto dicho en términos generales. 


Creo que estos son los aspectos más destacables de esta propuesta, ya que en cuanto al 
cumplimiento o revocación de otros beneficios, como el aplazamiento excepcional del cumplimiento de 
la pena, la enfermedad del condenado y la situación del sometimiento de la vigilancia, ya vimos que —al 
igual que cuando planteamos la condicional en la libertad anticipada— el mismo Juez que otorga 
cualquiera de los dos institutos, es quien luego puede revocarlos. En el caso de la revocación de la 
suspensión, lo dividimos para que quedara más claro, porque actualmente hay una discusión formal 
respecto a qué sucede si, antes de quedar ejecutoriada la sentencia que concede ese beneficio, esta 
persona, por ejemplo, es procesada por un nuevo delito. Lo que previmos nosotros es que, 
simplemente, esa declaración que hizo el Juez quedara sin efecto. Para el caso en que durante la 
vigilancia sea condenado por un nuevo delito, se revoca el beneficio. 


A su vez, en los artículos 312 a 315 se incluye todo lo relativo a la ejecución de otras penas; 
en el 316 se regulan las penas pecuniarias, sustitutivas y accesorias y luego se hace referencia a 
penas alternativas. En este punto debemos destacar que en la propuesta de reforma del Código hay un 
artículo específico que prevé penas alternativas y que, de alguna forma, recoge las previsiones de la 
Ley N* 17.726. 


Por otra parte, hay un capítulo sobre medidas de seguridad, que incluye la legislación 
vigente. Como ustedes verán, en los artículos 322 a 329 reglamos las medidas de seguridad 
eliminativas, curativas y preventivas. Obviamente, en la actual realidad este capítulo tiene sentido y 
contenido. En la eventualidad de que se acepten las propuestas de modificación del Código Penal, se 
prevé la eliminación de las medidas de seguridad eliminativas y de las preventivas, permaneciendo 
vigentes solo las curativas, que son aquellas que se imponen a quienes fueron declarados autores 
inimputables y que no se cumplen dentro del sistema penitenciario. 


Lo que quedaría en esta parte de ejecución es el proceso de unificación de penas, que 
también está recogido porque es una realidad actual. Personalmente, creo que si algún día el proceso - 
la propuesta y el proyecto de proceso penal- funcionara bien, va a ser un instituto que quedará vacío 
de contenido porque entre los plazos breves del dictado de sentencias ya no se va a poder unificar 
penas. ¿Por qué se habla de la unificación de penas? Prevista como un tema de reiteración en el 
Código Penal, en el artículo 54 se establece que cuando un individuo comete varios delitos y entre la 
fecha de la comisión del primero y la ejecutoria de la primera sentencia cometió nuevos delitos, se 
unifica. ¿En qué etapa? Después de que todos esos juicios tienen sentencia de condena, solamente se 
revisa la pena como pena única. Reitero que puede suceder que entre el primer delito y la ejecutoria 
haya cometido un delito, pero también tenemos procesos de unificación que se integran con 14 o 15 
causas, la primera iniciada en 1990 y la última en 2007. Como los tiempos son distintos, si uno solo de 
los juicios de entre medio demora más de la media, la unificación se considera por enganche o en 
cascada, terminando incluidas, entre el primero y el último delito, 17 o 18 causas —tengo varios de esos 
casos— incluso 16 cometidas dentro de la cárcel. En este caso se revisa solo la pena. Hoy, el Juez 
competente para la unificación fija la fecha de procesamiento más antigua, y nosotros previmos que 
sea la fecha de la audiencia de formalización de investigación más antigua. El trámite es el mismo: se 
le intima la designación de defensa, se acepta, se le da traslado al Ministerio Público, que deduce 
acusación de pena única, se le da traslado a la defensa, se dicta sentencia y se prevé la impugnación. 
Algo de lo que no hemos hablado es que actualmente en el proceso penal toda aquella condena que 
supere los tres años de penitenciaría tiene lo que se llama la apelación automática, es decir que 
siempre va a ir a un Tribunal de Apelaciones para ser revisado. Desde la base y según los principios 
que se están proponiendo en esta reforma, a juicio de parte, si las partes no sienten que se han visto 
afectados los intereses del Ministerio Público o de la defensa, consideramos que la impugnación debe 
ser exclusivamente a instancia de parte y no de oficio. 


Si se desea que aportemos más detalles, estamos a las órdenes, pero me parecía que lo 
importante era dar una visión más genérica del tema. 


SEÑORA LANDEIRA.- En lo personal, integré la Comisión por la Universidad de la República; si bien 
en este momento soy Juez de lo Civil, la mayoría de los miembros de la Comisión hemos estado 
ejerciendo la materia penal. En este punto nos interesaba destacar que en el proceso de ejecución no 
ha habido grandes variaciones en los institutos que hemos plasmado en el Código. El cambio esencial 
está dado por la creación de la Judicatura de ejecución, tema sobre el cual desde hace tiempo, en 
todas las Legislaturas todos los partidos han estado de acuerdo. En realidad, los cambios no han sido 
muy significativos porque en la parte del proceso de conocimiento hemos implementado el proceso por 
audiencia, lo cual quiere decir que el Juez tendrá contacto directo con el encausado. A su vez, como 
decía la doctora Berezán, este proceso de ejecución va a tener inmediata repercusión, dependiendo 
de la pena que se vaya a aprobar en el Código Penal. 


Actualmente, el 99% de las penas son privativas de libertad. Si decidimos crear penas 
alternativas, esto va a cambiar, por lo que habrá que arbitrar otros institutos de control, infraestructura, 
etcétera. Pero nos interesa destacar que en esta nueva Judicatura de ejecución, como en el caso de 
otros institutos como el del Comisionado Parlamentario, la actividad esencial de la defensa permitirá 
que el proceso de ejecución sea judicializado. 


SEÑOR GAMOU.- Si bien nadie está pidiendo ser santificado, yo voy a hacer de abogado del diablo. 
Aquí se menciona que para hablar de suspensión de pena debe tratarse de penas de prisión o de 
hasta tres años de penitenciaría. Quisiera saber cuáles son los delitos por los cuales se podría 
suspender la pena. 


SEÑORA SCAPUSIO.- En realidad, ello abarca una enorme cantidad de delitos. La suspensión 
condicional de la ejecución de la pena es un subrogado de condena que tenemos previsto actualmente 
en el artículo 126 del Código Penal y en dos leyes muy antiguas, la N* 5.393 y la N* 7.371. Este 
beneficio de suspensión condicional se prevé para la pena concreta impuesta en la sentencia 
ejecutoriada, y recién a partir de allí podemos empezar a hablar del beneficio. Por ejemplo, podría citar 
que en el Código Penal hay una escasísima cantidad de delitos que tienen pena privativa de libertad 
desde su mínimo. Recordemos que el Código Penal se maneja en guarismos de mínimo y máximo. La 
pena de penitenciaría, desde el mínimo, es muy escasa. Tengamos en cuenta, por ejemplo, que el 
delito de homicidio tiene una pena de 20 meses de prisión en el mínimo, mientras que el copamiento 
tiene una pena de ocho años de penitenciaría en el mínimo. Por tanto, el subrogado de condena va a 
existir en tanto y en cuanto la pena concreta fijada sea menor a tres años de penitenciaría. Pero, como 
decía, la variación de delitos es enorme. 


SEÑOR GAMOU.- Lamentablemente no soy abogado, pero mi preocupación radica en que se pueda 
llegar a la suspensión de pena, por ejemplo, en los delitos de atentado violento al pudor e intento de 
violación. En realidad, repito, esa es mi preocupación. 


SEÑORA LANDEIRA.- Comprendo la preocupación del señor Senador Gamou porque el instituto de la 
suspensión condicional de la ejecución de la pena no estaba previsto para delitos que se castigan con 
penitenciaría, sino que fue un agregado establecido en la Ley N* 17.726 que en su momento realizó el 
legislador con el loable propósito de descongestionar las causas y demás. En realidad, la suspensión 
condicional de la ejecución de la pena solo estaba prevista para primarios con un delito leve —con pena 
de prisión que generalmente se aplicaba a los culposos, sobre lo que tenemos experiencia— como la 
difamación e injurias, es decir, para delitos de mínima entidad. ¿Por qué? Porque el efecto es muy 
diferente, ya que extingue los efectos del delito. Entonces, esa gravedad de la consecuencia o del 
premio para el que había cometido un delito leve, luego lo amplía el legislador en la Ley N* 17.726, 
que es la que corresponde a medidas alternativas, sobre la que los señores Senadores ya tienen varios 
proyectos modificativos y demás. 


En definitiva, mantuvimos esa redacción. Aclaro que las soluciones que adoptamos en la 
Comisión fueron todas por consenso y si bien muchos de nosotros no estuvimos de acuerdo con 
algunas de ellas, entendimos que había que elaborarlo. De alguna manera esa preocupación también 
se crea porque es un instituto muy beneficioso para abarcar un espectro tan grande. 


Es cuanto quería aportar. Muchas gracias. 
SEÑOR PREZA.- Coincido con lo que señalaba la doctora Landeira. 


Se debe tener presente que en lo personal discrepé con la solución que consagró la ley de 
medidas alternativas porque, como expuso muy bien la colega, se trataba de posibilitar la extinción de 
delitos que ontológicamente eran de escasa gravedad. Sin embargo, extender esto a delitos donde va 
a recaer la pena de penitenciaría creó un verdadero dislate en las consecuencias. Así que comprendo 
la inquietud del señor Senador y me permito explicar el sentido. Además, la Comisión, ante una 
realidad normativa, respetó en general lo que había consagrado la ley, pero no habría inconveniente en 
establecer alguna puntualización o modificación. 


SEÑOR CHEDIAK.- Antes que nada, pido disculpas a la Comisión por no haber podido estar presente 
en las oportunidades anteriores. 


Quería ratificar al señor Senador Gamou que lo único que en este capítulo se innova, es en 
lo siguiente. Como creamos la figura del Juez de Ejecución, o juez especializado en la etapa de 
ejecución, le adjudicamos todas aquellas potestades que refieren a este proceso de ejecución, pero no 
porque la Suprema Corte funcione mal -por lo menos a mi criterio— sino porque parecía razonable que 
el Juez de Ejecución también se encargara del otorgamiento o revocación de la libertad anticipada. 


Por otra parte, quería ratificar “aunque ya se dijo en esta Comisión- cuál fue el espíritu. El 
Código tiene dos o tres soluciones muy innovadoras: la investigación a cargo del Ministerio Público, el 
proceso oral público —este es el que más me gusta— cumpliendo con la Declaración de Derechos 
Humanos de 1948, que dice que el proceso penal deberá ser público, y si no es oral, no puede ser 
público, y el acotamiento de las potestades del Juez transformándolo en el tercero imparcial que debe 
ser. Como eso es innovador y podía generar una cantidad de resistencias, la Comisión —la mayoría de 
cuyos integrantes son especialistas, y me excluyo, aunque también somos operadores y tratamos de 
alcanzar soluciones basadas en el sentido común- trató de que las innovaciones fueran únicamente 
esas, a fin de que este Parlamento y la sociedad acepten este Código, limitando las complejidades de 
su entrada en funcionamiento. En el resto, aun con discrepancias, y estando de acuerdo o no con las 
soluciones, mantuvimos la legislación vigente. 


En definitiva, la gran innovación de este capítulo es que, en vez de encargarse la Suprema 
Corte del otorgamiento y revocación de las anticipadas, lo hará el Juez de Vigilancia. En cuanto a lo 
demás, continúa como está, pues no innovamos nada. En este sentido, nos permitimos recordar que 
alguien criticaba al General Patton por querer abrir dos frentes y le decía que los buenos generales no 
hacían eso; pues en este caso nosotros tratamos de acotar los frentes para lograr que el Código se 
apruebe. Este tiene soluciones que van a ser difíciles de explicar a la ciudadanía y lograr que las 
acepte; entonces, no cambiemos lo que está. Lógicamente, se trata de un Código enorme porque tiene 
que sustituir a otro, pero lo importante es que la mayoría de lo que en él se establece ya está vigente 
en otras normas, y los tres o cuatro puntos nuevos están acotados a lo que mencioné. 


Reitero, pues, que tratamos de no abrir flancos y de no innovar demasiado para lograr que, en 
esta oportunidad, no nos acaezca la frustración que anteriormente tuvimos, con otro Código. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MOREIRA.- Me quedé pensando en el tema de la suspensión condicional. 


De acuerdo con lo que nuestros visitantes estiman, en este nuevo proceso, ¿cuál es el 
término de duración entre el arranque y la condena? Hago esta pregunta pensando en uno de los 
delitos que mayor alarma social causa, que es la rapiña, porque cuando se trata de primarios, es 
probable que la cosa ande por ahí. Podemos decir que se cometen 15.000 rapiñas por año, y me 
pregunto si muchos de esos casos no van a caer bajo este régimen. 


SEÑOR PREZA.- En respuesta a la pregunta del señor Senador Moreira, debo decir que, 
normalmente, la rapiña va acompañada de agravantes específicos como la pluriparticipación o el uso 
de armas, lo que lleva la pena mínima a cinco años y cuatro meses de penitenciaría. Por tanto, es 
absolutamente imposible que tratándose de la rapiña, el copamiento o delitos de gran gravedad, se 
otorgue la posibilidad del beneficio de la extinción del delito. 


SEÑORA BERAZÁN.- El doctor Preza hacía referencia a una rapiña agravada, pero una rapiña 
simplísima tiene una pena de cuatro años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está claro el tema. 


A continuación, damos la palabra al Fiscal Penal Fernández Dovat, a fin de ingresar a la otra 
cuestión que teníamos para considerar. 


SEÑOR FERNÁNDEZ DOVAT.- Por mi parte, me voy a referir al principio de oportunidad reglado por 
ley bajo contralor judicial, que es otra de las bases mínimas aprobadas por consenso en la Comisión. 
Es importante explicar en qué consiste y cuál es el fundamento de este principio respecto al principio 
de legalidad; además, la población debe saber cuál fue su razón de ser. 


A su vez, en la segunda parte de mi exposición haré una reseña acerca de cómo estos 
principios fueron plasmados en los artículos del Código. 


Traje referencias de Derecho Comparado y doctrina para fundamentar esta innovación, pero si 
los señores Senadores consideran demasiado extensa mi intervención, trataré de ser más breve. 


Ante todo, corresponde señalar que el principio de legalidad —o de obligatoriedad de la acción 
penal, como es llamado en el Código, versus principio de oportunidad— dice que los órganos públicos 
predispuestos, o sea, el Juez, el Ministerio Público, la Policía, deben cumplir de manera inexorable la 
función penal que la ley les otorga. Entonces, ante la noticia de un delito deben seguir adelante sin 
prescindir, en ninguna hipótesis, de la persecución penal, aunque la levedad sea mínima o la 
investigación inconveniente por lo costosa. Cabe agregar que este principio rigió en el sistema de 
enjuiciamiento en Europa continental y fue trasladado a América Latina por los Códigos que siguieron 
esta corriente. 


Frente al principio de legalidad estricto se encuentra el principio de oportunidad, que brinda la 
posibilidad de que los órganos públicos a los que se les encomienda la persecución puedan prescindir 
de ella en presencia de la noticia de un hecho punible o aun cuando tengan la prueba casi completa, 
de manera formal o informal, simple o condicionada, por motivos de utilidad social o razones de política 
criminal. Este principio rige en el sistema anglosajón y pasó de Inglaterra a Estados Unidos. 


El Ministerio Público tiene un poder de selección muy amplio, debido a que tiene la absoluta 
discreción para decir qué va a juicio y qué no. Cabe señalar que la inherencia al Ministerio Público se 
debe a que, como forma parte de un acto de gobierno del Poder Ejecutivo, el resto de los poderes del 
Estado no puede intervenir. 


Es de destacar que la mayoría de los procesos llevados a cabo en Estados Unidos concluyen 
con declaraciones de culpabilidad que evitan desarrollar el procedimiento en juicio. Además, estos 
reconocimientos provienen de transacciones o acuerdos entre la acusación y la defensa. Los casos 
que llegan a juicio son la minoría. Obviamente, se trata de dos mundos distintos y de dos sistemas 
distintos. 


Hablemos ahora de la realidad latinoamericana. 


Un experto mexicano en seguridad ciudadana, asociado al Centro de Investigación para el 
Desarrollo, que coordina el proyecto “Justicia, Crimen y Derechos Humanos en México”, señala la 
demanda creciente de seguridad ciudadana y la existencia de sistemas de investigación penal y 
tribunales de justicia totalmente congestionados y saturados. 


Todos sabemos que una de las mayores preocupaciones ciudadanas es, precisamente, la 
seguridad; asimismo, los sistemas de investigación penal no son todo lo eficientes que deberían y los 
tribunales están sobresaturados y colapsados por la cantidad de asuntos y causas penales para 
resolver. Este fenómeno se repite en Uruguay: la seguridad ciudadana está entre las primeras 
preocupaciones del país y existe sobrecarga de trabajo de los tribunales en materia penal. Bajo mi 
órbita tengo algunos procesos penales que pronto alcanzarán su cumpleaños número once sin llegar a 
la etapa de acusación, por lo que puedo confirmar que también en nuestros tribunales penales existe 
una sobrecarga abrumadora de trabajo. 


¿Cuál es la realidad en esta materia en Europa continental? Es igual; allí también se ha 
llegado a un diagnóstico de sistemas de investigación penal sobrecargados y tribunales de justicia 
rezagados en llegar a la audiencia de juicio. Como consecuencia de esto, aparecen medidas de 
descongestión en América Latina y Europa continental; me refiero a una serie de propuestas para 
mejorar la capacidad de respuesta de los organismos encargados de investigar y de impartir justicia. 
Considero que debemos tener en cuenta esta experiencia internacional. 


Una primera línea de propuestas apunta a aplicar un filtro previo en la investigación penal, 
mientras que una segunda tiende a mejorar la capacidad de respuesta de estos organismos. 
Justamente, una de ellas sugiere establecer y regular criterios de oportunidad que permitan desestimar 
algunos casos con poca evidencia o que, en delitos de poca gravedad, se tengan garantías 
alternativas, tanto en la investigación como durante el proceso. Pero también existen propuestas de 
economía procesal, juicios sumarios aliviados y la posibilidad de negociar la culpa, además, en 
modalidades de justicia consensual. 


Treinta años atrás, cuando se manejaba este tipo de planteos se armaba un escándalo. Se 
decía que ello significaba importar institutos de origen anglosajón en nuestro sistema de enjuiciamiento 
y que chocaba contra los principios del debido proceso, de la apreciación de la prueba y de una prolija 
sentencia que dictara la pena, como así también contra aquella premisa que establecía que el órgano 
oficial debe perseguir el delito en todos los casos. Sin embargo, estos institutos de justicia consensual 
y aplicación de criterios de oportunidad comenzaron a ser adoptados, poco a poco, por todos los 
países de América Latina, desde México, Venezuela, Honduras, Guatemala, Costa Rica, Ecuador, 
Bolivia, Argentina, Brasil, Perú y Chile, hasta los países de América Central. Cuando analicemos el 
texto mencionaremos estos aspectos. 


Entre las medidas alternativas en materia penal, queremos mencionar la referida a los 
acuerdos reparatorios de delitos menores, por ejemplo, de carácter patrimonial, en los que la víctima es 
satisfecha en sus reclamos y, de esa manera, se clausura la causa. Pero también se considera la 
suspensión condicional del proceso, en la que se aplica el principio de oportunidad; a la persona se le 
imponen condiciones —por ejemplo, no acercarse a la víctima o no consumir drogas- y, si las cumple, la 
causa se archiva; de lo contrario, el Fiscal sigue adelante con el proceso. 


Luego tenemos los juicios compactados y la modalidad de justicia consensual. Sin pretender 
cansar a los señores Senadores, quiero mencionar que, en ese sentido, es abrumadora la cantidad de 
procesos en América Latina y en Europa, en países como Italia, Alemania o Francia. Dejo el material 
correspondiente por si se lo quiere analizar. En España, por ejemplo, el juicio es rapidísimo y, de 
hecho, la conformidad del acusado evita tener que ir a juicio. 


Quiero terminar esta parte de la fundamentación citando las tres recomendaciones del 
Consejo de Europa a sus países miembros. 


Ante este grave problema de sistemas de justicia penal congestionados y saturados, el 
Consejo de Europa recomienda a sus países miembros: “a) Consagración del sistema acusatorio, con 
acento especial en los principios de publicidad y oralidad; y en el que se suprima la fase judicial 
instructora, siendo sustituida por una fase pre—procesal de investigación, sin valor probatorio, y siendo 
trasladados el enjuiciamiento y la prueba, al juicio oral. b) Introducción de los procedimientos 
monitorios o abreviados, en los que no hay esencialmente debate y en los que se actúa bajo la 
aceptación del acusado”, etcétera. Y *c) Potenciación del principio de oportunidad plasmado a través 
de sus diversas variantes.” 


Con esto se concluye que la tendencia mundial es reservar el juicio oral y público para los 
delitos graves y las cosas controvertidas, y para el resto de los delitos, buscar soluciones rápidas, de 
justicia más ágil y aplicar el principio de oportunidad en las hipótesis que lo ameriten. 


Ahora vamos a leer el texto del anteproyecto. Se regulan criterios de oportunidad como 
excepciones al principio de obligatoriedad de la acción penal. No estando en las bases consensuadas, 
no consagra otras modalidades de solución alternativa del conflicto penal, tal como se recoge en 
Latinoamérica y Europa. 


Los artículos son los siguientes: artículo 100 (Archivo provisional), artículo 101 (Facultad para 
no iniciar investigación), artículo 102 (Principio de oportunidad). También hay que considerar los 
literales e) y f), que refieren a los derechos y facultades de la víctima y su posibilidad de insistir en el 
ejercicio de la acción penal. 


El acápite del artículo 102.1 dice: “El Ministerio Público podrá no iniciar la persecución penal 
o abandonar la ya iniciada, en los siguientes casos:” y voy a comenzar por el literal c), porque creo que 
es mejor ordenarlos de esta forma: “Si se trata de delitos de escasa entidad, siempre que se considere 
que no hay interés público prioritario que justifique su ejercicio.” El fundamento de este criterio lo 
recogemos de la doctrina de otros países latinoamericanos y es la insignificancia. Son los delitos 
llamados de bagatela, en los cuales la especie fáctica se desprende de que el ataque al bien jurídico 
que la norma tutela es exiguo o de mínima importancia. Según Mayer, hay acciones de tipo delictivo 
muy ínfimas no alcanzadas por la excusa absolutoria como, por ejemplo, el hurto de cosas de ínfimo 
valor, incluso entre parientes, o el apoderamiento de cosas perdidas o cuya tenencia se obtuvo 
fortuitamente pero que son de ínfimo valor. Hay otras acciones que, pese a presentar realizaciones de 


un tipo delictivo, se adecuan a ciertas valoraciones sociales y se reconocen como antijurídicas. Tal es 
el caso de la propina que a fin de año damos al cartero o al empleado público que recoge la basura en 
nuestros domicilios. El criterio aplicado aquí es el de la insignificancia. 


A continuación, y para seguir el orden de importancia, me referiré al inciso a), que dice: 
“Cuando se trate de un hecho que no comprometa gravemente el interés público, a menos que la pena 
mínima supere los dos años de privación de libertad, o que el delito haya sido presumiblemente 
cometido por un funcionario público en el ejercicio de sus funciones”. En los países latinoamericanos 
este criterio está muy bien fundamentado en que el interés público no esté gravemente comprometido. 
Es una causal diversa a la anterior y tiene límites; no procede si el mínimo es superior a dos años de 
privación de libertad o si el delito es cometido por un funcionario público en el ejercicio de sus 
funciones. Creo que en este criterio pueden incluirse los supuestos de mínima culpabilidad del autor o 
del partícipe, o exigua contribución de este. Aquí el interés público puede no estar comprometido. 
Asimismo, puede incluirse el caso de que se produzca la reparación integral, a entera satisfacción de la 
víctima, del daño particular o social causado en delitos de contenido patrimonial sin violencia grave 
sobre las personas, o en delitos culposos aunque el hecho no fuera de escasa entidad. En estos casos, 
el interés público puede no estar comprometido gravemente. Esa es mi interpretación. 


La tercera causal se da, si se trata de delito culposo, cuando haya irrogado al imputado una 
grave aflicción cuyos efectos puedan considerarse mayores a los que derivan de la aplicación de una 
pena. Son supuestos de pena natural y, en lo personal, he tenido casos de estos. Por ejemplo, si un 
hombre pierde a su esposa en un accidente de tránsito, el dolor que siente por la pérdida de la mujer 
es muy superior a la pena. Aquí no se contemplan los dolosos, pero podrían ser incluidos en la 
referencia al interés público comprometido. Es el caso, por ejemplo, del ladronzuelo que entra en una 
finca, es electrocutado y queda parapléjico. ¿Vamos a castigarlo por haber intentado hurtar? Me parece 
que aquí hay un interés público comprometido gravemente. De manera que no es necesario agregar 
los dolosos, porque podrían entrar por otro artículo. 


Por último, el literal d) dice: “Si hubieren transcurrido cuatro años de la comisión del hecho y 
se presuma que no haya de resultar pena de penitenciaría, no concurriendo alguna de las causas que 
suspenden o interrumpen la prescripción”. Aquí hay que tener en cuenta el transcurso del tiempo; 
después de cuatro años, en muchos delitos parece que disminuyera la necesidad de castigar. 


Veamos ahora cuál es el procedimiento. No olvidemos que esto está reglado por ley, o sea 
que no hay discrecionalidad absoluta, como en Estados Unidos u otros países, y las hipótesis están 
muy acotadas. Esta petición será siempre fundada por el Ministerio Público y tiene que someterla a la 
aprobación del tribunal, que es el que en definitiva decide, controlando su regularidad formal. El Juez 
no entra a apreciar si está de acuerdo o no, sino la regularidad formal. Sabemos que este Código no 
quiere dar al Juez la titularidad de la acción pública. 


La intervención de la víctima está regulada por los literales e) y f) del artículo 84.2. Este 
artículo comienza diciendo: “Podrá intervenir en el procedimiento penal conforme a lo establecido en 
este Código y tendrá entre otros, los siguientes derechos”. El literal e) dice: “Insistir en el ejercicio de la 
acción penal, mediante la intervención del fiscal subrogante”. Es decir que el Fiscal titular no va a ser 
amo absoluto de este criterio, sino que puede ser sometido eventualmente a la opinión de otro Fiscal. Y 
el literal f) dice: “Ser oída por el tribunal antes de dictar resolución sobre el pedido de sobreseimiento u 
otra determinación que ponga fin al proceso”. Como en nuestro Código el proceso comienza en la 
indagatoria, si se aplica el principio desde la etapa de investigación, también allí es proceso y, según mi 
interpretación —no sé qué opinan mis compañeros— el Juez tendrá que oír al procesado antes de 
aprobar o no el pedido de archivo. 


No obstante, quedan pendientes algunas interrogantes tales como si cabe la aplicación 
temporal y la condicionada. Creo que sí; para conceder el principio de oportunidad, el Fiscal puede 
tener en cuenta que el individuo prometa que no se va a acercar a la víctima, que no va a seguir 
consumiendo drogas por cierto período y demás. Pero lo que no puede hacer es instrumentarlo 
formalmente como procedimiento, porque no está previsto en el Código. Insisto: puede tener en cuenta 
ese ofrecimiento del imputado que aspira al archivo con el fin de que se satisfagan ciertas condiciones 
mínimas como la reparación del daño, etcétera, etcétera. 


El principio de oportunidad, reglado por ley, bajo contralor judicial como excepción al principio 
de obligatoriedad y acción penal, es una herramienta fundamental en un proceso penal acusatorio y, 
como hemos visto, es la tendencia mundial en Europa y América Latina. A mi juicio, este principio es 
recogido y desarrollado adecuadamente en el texto del anteproyecto en forma mesurada y cautelosa. 
No se recogen en él figuras complementarias del principio que se acogen en el Derecho Comparado, 
como salidas alternativas del conflicto penal o el instituto de justicia consensual, porque este punto no 
fue incluido entre las bases aprobadas por la Comisión. 


En mi opinión, la solución de la Comisión es cautelosa. Espero que contemos con recursos 
materiales y humanos suficientes y que no debamos recurrir a otros institutos. Me puedo equivocar, 
pero como el proceso de implantación es gradual, habrá tiempo de estudiar estas hipótesis y analizar si 
tendremos que recurrir a otros institutos para descongestionar y evitar la saturación de nuestros 
Tribunales. 


SEÑOR CHEDIAK.- La exposición del doctor Fernández Dovat ha sido exhaustiva, por lo que 
simplemente, en tono más coloquial, quería señalar que este es uno de aquellos artículos que 
decíamos que innovan, pero en realidad no lo hacen. Esto es —si me permiten utilizar el lenguaje no 
técnico— un “blanqueo” de la realidad. Los señores Legisladores se preguntarán si hoy perseguimos, 
como es obligatorio, el 100% de los hechos delictivos que están demostrados como tales y de los 
cuales tenemos indicios de convicción suficiente sobre quiénes son sus autores. A título personal voy a 
responder que no se hace hoy ni se hizo nunca. ¿Por qué no? Porque es imposible. 


Por lo tanto, el principio de obligatoriedad de la persecución penal ha sido circunscripto por 
Fiscales y Jueces en el Uruguay desde siempre en base al sentido común. Es decir, ¿hemos 
perseguido siempre al empleado de supermercado que se roba un casillero de botellas de cervezas 
vacías y lo vuelve a pasar por la máquina para hacerse de cinco pesos por cada uno? Yo les diría que 
no. En mi época, por lo menos, se lo rotulaba con: “Archívese por el Ministerio Público” y el Ministerio 
Público ponía que sí. ¿Hemos perseguido a la empleada doméstica que roba un soutien —si le queda 
bien— a su empleadora y todavía la despiden? En general, no la hemos perseguido penalmente, como 
le gusta decir al doctor Preza, porque se trata de delitos de bagatela, y como tenemos tantos delitos 
graves de que ocuparnos, en general no articulamos la acción penal para esos otros. Quiere decir que 
lo hacemos sin base legal, por un tema de razonabilidad y por cuestiones de política criminal. De ahí la 
rotulación de “Archívese con noticia al Ministerio Público”. En mi época había una peor, que era “Al 
legajo con noticia al Ministerio Público”, o sea que ni siquiera se titulaba “Archívese” para que nadie 
pudiera objetar que no correspondía el archivo. ¿Cuál era el legajo? Era el mismo archivo con otro 
nombre; esto se hacía para no perseguir ese tipo de delitos. Ahora bien, ¿es razonable no 
perseguirlos? Consideramos que lo es. Como decía el doctor Fernández Dovat, ¿hay algún país en el 
mundo que persiga en forma efectiva el cien por ciento de las infracciones a la ley penal? No lo hay. 
Nadie lo puede hacer porque no hay recursos ni operadores infinitos. 


¿Qué fue lo que hizo la Comisión, por consenso y con gran cuidado? Sincerar y establecer por 
ley que en determinados casos, aún teniendo la prueba de que se ha cometido un delito, el indicio y la 
convicción suficiente de quién puede ser su autor, se puede optar por no proseguir la acción, por 
razones de política criminal. En esta hipótesis se encuentran la bagatela, la insignificancia del hecho y 
el tiempo transcurrido. Por ejemplo, si esa empleada, luego de cuatro años de haber sido despedida 
por el robo del soutien, es denunciada por otra empleadora, ¿vamos a reabrir el caso y comenzar una 
causa penal por un caso tan insignificante? ¿Está comprometida la causa pública en esas 
circunstancias? La realidad es que no lo está y que actualmente no se persiguen esos casos. Por eso, 
tal como lo han hecho otros países, proponemos incorporarlo a la legislación con más prolijidad, como 
un principio de oportunidad reglado, es decir, no será una potestad omnímoda. Debemos hacer 
hincapié en que actualmente no está reglado y depende de la probidad de los hombres —Jueces y 
Fiscales— que limiten su aplicación a estos casos de bagatela. En el Uruguay esta ha sido la práctica, 
por lo que no tenemos que asustarnos de lo mal que han funcionado algunos institutos en otros 
países. Actualmente, esta situación del principio de oportunidad no reglado y no escrito funciona bien; 
por tanto, pensamos que dándole una base legal para blanquearlo, también va a funcionar bien y va a 
contar con las certezas que hoy tiene de facto. 


SEÑOR PREZA.- Después de la exposición realizada por mi estimado colega, tengo muy poco más 
para decir. Simplemente voy a agregar dos ejemplos. En primer lugar, el de un muchacho de 18 años 
que pasa corriendo por una vereda y hurta una manzana o una naranja y, en segundo término, el de 
una muchacha que roba un par de medias en un supermercado. Estrictamente, ambos casos se 


considerarían hurto especialmente agravado por cosa expuesta al público por la necesidad o la 
costumbre. ¿Tiene sentido enjuiciar este tipo de casos? ¿En verdad es un hurto especialmente 
agravado? Como decía el doctor Chediak, la política criminal la aplican los Fiscales en coordinación 
con los Jueces. En definitiva, quiero hacer énfasis en que este capítulo se incluye para dar un margen 
de respaldo normativo al no enjuiciamiento de delitos de bagatela. Pido a los señores Senadores que 
no se confundan y crean que esto es traer el instituto —que no compartí jamás— de los repartos o los 
acomodos de los fiscales norteamericanos, que establecen una serie de cortapisas y son 
verdaderamente arbitrarios. No es eso lo que se quiere consagrar en el capítulo que analizó el doctor 
Fernández Dovat. 


SEÑOR GAMOU.- La exposición realizada fue muy clara y me parece formidable que se realice — 
como señaló el doctor Chediak- un blanqueo de una situación que se está dando de hecho en la 
aplicación del Derecho. Simplemente deseo hacer una pregunta respecto a lo que aludía el doctor 
Fernández Dovat sobre la oportunidad del tema de la bagatela. No me refiero al robo de una manzana, 
caso en que más que procesar habría que dar de comer, sino al de un cleptómano contumaz, que es 
encontrado robando una radio o un celular en una tienda o en un supermercado, situación en la que se 
puede aplicar el principio de oportunidad y no perseguirlo. Concretamente, mi pregunta apunta a si el 
antecedente se mantiene, porque me parece que varias bagatelas de este tipo pueden constituir una 
conducta contumaz y creo que no está en el ánimo de los reformadores del Código del Proceso Penal 
fomentar conductas potencialmente delictivas. Poniéndome nuevamente en abogado del diablo, la 
gente puede decir que si se perdona a alguien que se roba un celular, en un futuro también será 
perdonado por robar un televisor. 


SEÑOR PREZA.- Ante la inquietud planteada por el señor Senador Gamou, debo decir que en un caso 
como el planteado, como Juez lo primero que haría sería pedir una pericia psicológica y psiquiátrica 
urgente. Si el informe de los técnicos establece que el sujeto tiene ciertas características que lo 
transforman en inimputable, no estaríamos hablando del delito de bagatela. La situación planteada 
podría ser preocupante si estamos ante un individuo con esa manía, pero para eso tenemos a los 
técnicos que nos informarán. 


SEÑOR FERNÁNDEZ DOVAT.- En la práctica, muchas veces el memorando policial dice que la 
persona fue detenida en cierta oportunidad por determinado hecho y el Fiscal, al leerlo —como supongo 
que lo hará— verá que, si bien no fue procesado anteriormente, se archivó, por lo que sabrá que tiene 
antecedentes del mismo hecho, lo que podrá ser tenido en cuenta al momento de valorar si se le va a 
conceder o no la oportunidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No lo hemos conversado con los integrantes de la Comisión, pero supongo 
que en los próximos dos o tres meses estaremos abocados al estudio de los temas pendientes y a la 
Rendición de Cuentas. Luego, en mi opinión sería bueno dedicar una semana a estudiar este proyecto 
a fondo y aprobarlo. Es más, pienso que sería muy provechoso hacer nuestro trabajo con la presencia 
de los Diputados que integran la Comisión homóloga, de manera de poder reflexionar sobre los aportes 
que ellos hagan e ir votándolo. Incluso, también sería oportuno contar con la presencia de algunos de 
los integrantes de esta delegación, a efectos de lograr un trabajo colectivo y que ustedes nos vayan 
explicando las razones de su propuesta. Me parece que de esta forma no sea necesario aclararlo 
cuando el proyecto sea tratado en la otra Cámara. Si eso se da así y logramos aprobar el Código del 
Proceso Penal, se debe tener en cuenta algo muy importante, que es la Rendición de Cuentas, porque 
por más que establezcamos un período de transición, será necesario destinar el dinero que se requiera 
para ello. 


En síntesis, tal vez en diez o quince días ustedes nos podrían acercar un proyecto de 
transición o un plan A con una transición rápida y un plan B con una que no lo sea tanto. De esta 
manera, nosotros podríamos conversar al respecto con el Ministerio de Economía y Finanzas. 


De aprobarse el proyecto, la Cámara de Representantes deberá hacer lo propio antes de fin 
de año, por lo que en setiembre deberíamos estar aprobándolo aquí. Sin embargo, si en la Rendición 
de Cuentas no aprobamos los primeros recursos, la Suprema Corte de Justicia no podrá instrumentar 
estas modificaciones. Como ustedes saben, la transición tiene que existir, es decir, esto no se podría 
aplicar a partir del 1% de enero en su totalidad, porque sería un desastre. No sé si la idea es empezar 
con algún departamento, pero creo que sería bueno para todos contar con un bosquejo o un borrador 
de transición —incluso, como dije antes, pueden existir planes alternativos- en el que se incluya el 


costeo de las diferentes etapas, hasta culminar con el plan definitivo y el costo total. Tengamos en 
cuenta que en cada Rendición de Cuentas los costos se pueden ir afinando —ya sea porque salga más, 
o porque salga menos— pues se trata de dineros públicos y tenemos el deber de cuidarlos. 


SEÑOR GAMOU.- En la misma dirección que señalaba el señor Presidente, quiero recordar que en el 
Presupuesto pasado la Suprema Corte de Justicia envió normas sin costo, pero por problemas de 
tiempo no fueron aprobadas. De todos modos, estoy seguro de que muchas de ellas son funcionales a 
una buena aplicación del nuevo Código del Proceso Penal. Por eso, además de las iniciativas que 
requieren un costo, quizás sería bueno que nos enviaran las que no lo requieren y que son necesarias 
para la puesta en práctica del nuevo Código. 


SEÑORA MOREIRA.- En realidad, primero quisiera hacer una pregunta al Presidente y luego otra a los 
invitados. 


El plazo para el envío de la Rendición de Cuentas es hasta el 30 de junio. Concretamente, 
quisiera saber a quién corresponde el costeo de la transición: ¿a quienes elaboraron el proyecto o al 
Poder Ejecutivo? Creo que debemos tener en cuenta esos plazos, puesto que mañana ya es 1” de 
junio. 


Por otro lado, quisiera saber si quienes elaboraron el proyecto tienen una opinión formada 
sobre cuál sería la mejor transición. Tengo entendido que se habla de una transición de tipo 
gradualista, en la que el proceso se iría implementando racionalmente. Sin embargo, existe una 
postura en cuanto a que implementar el proceso gradualmente tendría un costo mayor que si se 
aplicara directamente en todo el país. En realidad, no sé si quienes elaboraron el proyecto se deben 
hacer cargo de esta posición con respecto a la transición, pero me gustaría escuchar su opinión en ese 
sentido. 


SEÑOR MOREIRA.- En similar sentido, y habida cuenta de que en la Comisión bicameral estamos 
trabajando en el Instituto de Rehabilitación de Menores Infractores, quería recordar que el Presupuesto 
quinquenal incluye una autorización genérica para gastos, es decir, se faculta al Ministerio de 
Economía y Finanzas a disponer de los fondos necesarios. Quizás la solución más efectiva debería ser 
de esa índole, es decir, otorgar una autorización genérica. Ahora se está creando un órgano 
desconcentrado que va a requerir muchos fondos para infraestructura y recursos humanos. Pensando 
en eso, concluyo que en este caso podríamos ir por el mismo camino, mientras ustedes diseñan un 
programa de transición. No sé si tomaron contacto con una propuesta procedente del Ministerio 
Público, que describe la cantidad de fiscales, adscriptos, etcétera, en la que se esbozaba un programa 
tentativo para los recursos humanos y hasta materiales, pues se mencionaban vehículos, edificios, 
etcétera. 


En síntesis, pienso que sería bueno que, mientras nosotros vamos por el camino del estudio, 
examen y aprobación de esta iniciativa, se trabaje en este sentido desde el Ministerio Público y Fiscal y 
desde el Poder Judicial, donde la Suprema Corte ya tendrá pensado este proceso. Si podemos 
compatibilizar todo eso, no tenemos que detenernos en el examen y estudio del proyecto y podemos ir 
aprobándolo. 


SEÑOR PREZA.- Creo que no podemos perder la oportunidad que tenemos hoy de contar con la 
presencia de un Ministro de la Suprema Corte de Justicia integrante de la Comisión de Reforma del 
Código del Proceso Penal, quien nos podría hablar de los lineamientos generales desde el punto de 
vista del Poder Judicial y del órgano que él integra. Más allá de eso —esto es muy personal, pero creo 
que mis compañeros lo van a compartir—- me siento muy gratificado por el resultado de esta Comisión y 
de lo que surgió de esta sesión, porque revela una actitud firme y seria de parte de los señores 
Senadores en cuanto a esta iniciativa. Como destacamos en la primera sesión a la que fuimos 
invitados, este trabajo nos llevó tres años de deliberación. Once personas —los mismos integrantes de 
un equipo de fútbol- tuvimos que ponernos de acuerdo y eso, reitero, nos llevó tres años. Incluso, el 
señor Senador Pasquet, que participara de esa tarea —no ya en representación de un grupo político, 
sino del Colegio de Abogados-—, puede corroborar lo que digo. Además —como ya lo dije en la primera 
oportunidad- este es un trabajo que en el acierto o en el error fue producto del esfuerzo y de la 
meditación, con el espíritu de una visión de interés nacional. Los señores Senadores siempre hablan 
de cuestiones de Estado y creo que, precisamente, la seguridad pública, que está relacionada 
estrechamente con la inseguridad ciudadana, es una cuestión de Estado. 


SEÑOR CHEDIAK.- No sé si el señor Senador Moreira ha visto el borrador tentativo diagramado para 
cuatro años. Por supuesto, el último año en ese diagrama ocupaba la mitad, porque ya comenzaba la 
implantación en la capital, con seis cargos de Juez Letrado y seis de Defensor, para poder iniciar la 
experiencia en dos departamentos. Esto implicaba contar con dos Jueces adicionales en tres 
departamentos que todavía no habíamos definido. Alguna de las posiciones en la Corte señalaba que 
uno de ellos necesariamente tenía que ser Rivera, es decir, un departamento extremadamente 
complejo en lo penal, porque empezar la experiencia en tres departamentos de baja conflictividad era 
como hacerse trampas al solitario. Esa era un poco la idea, porque si los ubicábamos en las tres 
sedes del interior que tienen menos actividad penal, no se iba a dar ningún problema. Por lo tanto, 
había que incluir alguna sede complicada. Por supuesto que esto es muy optimista —aquí estamos 
hablando con toda sinceridad—- porque a pesar de que el Parlamento aprobó determinados cargos 
nuevos en el Presupuesto —cinco a partir de este año para Juez Letrado en el interior y cuatro Jueces 
Especializados en Montevideo- de que tenemos los recursos y los operadores, algunos de ellos 
todavía no están ejerciendo funciones. Por ejemplo, los dos cargos de violencia doméstica 
especializada en Montevideo recién empiezan a operar en junio, por razones de adecuación de locales, 
al igual que en el caso de cuatro de los cinco cargos del interior. Incluso, en el departamento de 
Colonia hay que cambiar las divisiones internas de nuestro centro de Justicia de dos pisos, que es 
propio, pero ni eso se puede hacer rápidamente, porque la División Arquitectura ha ido varias veces y 
todavía no se han hecho los cambios necesarios como para que el tercer Juzgado Letrado en lo Penal 
de Colonia funcione antes de la feria. 


En definitiva, como además habrá que capacitar operadores judiciales para un Código 
nuevo, esto es muy difícil de instrumentar —aunque haya todo el dinero del mundo- salvo que sea muy 
gradual, como señalaba la señora Senadora Moreira. Estamos de acuerdo en que no hay otra forma 
que la gradualidad —la Comisión tuvo este aspecto bastante claro desde el inicio- no solo por 
problemas presupuestales, sino también por otras cuestiones obvias, sobre todo de infraestructura. 
Seguramente hasta sea más rápida la capacitación que la infraestructura, teniendo en cuenta que hay 
que adecuar nuevas salas, nuevas Fiscalías y ampliar las salas de audiencia. Como sabe el señor 
Senador Moreira, la sala de audiencias del Juzgado Letrado Penal de Colonia es pequeñísima y no sé 
por qué razón es más reducida que la del Juzgado de Paz Departamental que está en el mismo centro, 
pero en el piso de abajo. Esa sala hoy sirve para el proceso penal que tenemos actualmente, pero no 
es adecuada para un proceso penal con toda la gente que deberá estar presente, porque además del 
Juez, el Fiscal, el Defensor y el indagado —como sucede actualmente— tendrán que estar la víctima, 
los testigos y los parientes de la víctima. Se trata, pues, de una audiencia pública que no será posible 
realizar en esa pequeña sala de audiencias, que es una especie de living no muy grande, categoría 2 A 
del Banco Hipotecario del Uruguay. Entonces, habrá que tomar medidas para que, en forma gradual y 
aunque sea en esos tres departamentos, se cuente con salas de audiencias adecuadas para el nuevo 
proceso penal. En muchos casos no van a alcanzar las instalaciones de las Fiscalías porque, tal como 
hemos visto en el interior, en general los despachos de los Fiscales y las sedes de las Fiscalías no 
están aptas para realizar las nuevas actividades, de acuerdo con el nuevo Código. Entonces, estamos 
muy atados por la realidad; esto no se puede aplicar rápidamente, sino que debe ponerse en marcha 
de forma gradual. Es más, aunque se corra el cronograma y lo del año 2011 pase al año 2012, es muy 
probable que en cuatro años no se logren todos los cambios, aunque debemos apostar a hacerlo con 
cierta velocidad. Quiero recordar que, por ejemplo, Perú se tomó ocho años para realizar la 
implementación, lo que demuestra que esto no es fácil y que hay que proceder de forma gradual. 
Todos hemos dicho —un poco para cubrirnos, pero también porque es la realidad- que hay que poner 
este proceso en la cancha y ver cómo empieza a funcionar. Si cometimos algún error u omitimos 
evaluar algún factor de la realidad, ella misma se encargará de ponerlo de manifiesto, pero como la 
experiencia será gradual y regional, tendremos tiempo de ir haciendo los ajustes necesarios. 


También quisiera reiterar algo que ya fue dicho por el doctor Preza y, en este sentido, los 
señores Senadores podrán pensar que se trata de un discurso estudiado, pero no es así. La intención 
de todos los miembros de la Comisión fue hacer algo aplicable, y por eso quizás no refleja el cien por 
ciento de las opiniones de cada uno. Podría decirse que es una especie de voluntad colectiva de 
Rousseau, una obra sincrética donde tratamos de no aplicar las soluciones de cátedra ni las 
personales al cien por ciento. Con los pies sobre la tierra, tratamos de cambiar lo menos posible para 
que fuera aplicable y, así, de una vez por todas, aggiornar nuestro proceso. 


A título personal digo que Uruguay, con este Volkswagen del año 62, que es nuestro proceso, 
hacemos mejor las cosas que otros países iberoamericanos que tienen Lexus y Mercedes Benz; esa 
es la realidad. No es que nuestro sistema penal procesal sea un desastre, sino que es obsoleto y viejo. 
Sin embargo, gracias al trabajo de todos los operadores judiciales -no solo de los Defensores Públicos, 


los Fiscales y Jueces, sino también de los defensores particulares-, esto funciona razonablemente bien 
como para que todavía sigamos siendo Uruguay, la “Suiza de América”. Podría decirse que funciona 
mucho mejor que en casi toda Iberoamérica; lo que pasa es que está viejo, es inexplicable y a duras 
penas lo entendemos los abogados en el Uruguay. Es inexplicable que el mismo Juez haga todo y, sin 
embargo, no se condenen inocentes a mansalva. Lo que ocurre es que hay una conciencia jurídica, 
algo que hace que esto funcione desde hace más de un siglo. Sin embargo, hay que cambiar el 
Volkswagen por un auto más nuevo y si bien este no será un último modelo con chiches, va a 
aggiornar y cumplir con los preceptos que las democracias occidentales han tomado para sí, que es 
que el proceso oral sea acusatorio, como firmamos en 1948 y nos comprometimos como miembros de 
Naciones Unidas. Además, el proceso penal debe ser oral, porque es una garantía para todos. Hoy 
nadie lo entiende; ¿cómo alguien va a entender en Uruguay que hay una diferencia entre procesado y 
condenado, si no lo tenemos todos claro? Por supuesto, cuando en los diarios se publica que se 
procesó a Fulano, ya se cree que es culpable cuando lo único que se tienen son las declaraciones de 
alguna persona que quiso hacerlas, pero las cámaras solo hacen un paneo en el edificio de la calle 
Misiones, donde no se deja entrar a nadie. A pesar de todo ello, el sistema funciona bastante bien. 


En opinión de todos los integrantes de la Comisión -en eso es bastante unánime el sentir de 
todos los organismos que nosotros representamos- con la velocidad y la prudencia uruguayas, 
deberíamos empezar a hacer que esto funcione. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero a nuestros invitados que en menos de diez días nos hagan llegar el 
cronograma de transición y los costos, lo que no significa que el Poder Ejecutivo no lo haya evaluado, 
que la Suprema Corte de Justicia no haya enviado sus impresiones al Ministerio de Economía y 
Finanzas y que nosotros no lo conversemos. Cuando llegue el momento, optaremos por recursos que 
estén más explicitados o por alguna norma habilitante, tal como plantea el señor Senador Moreira. De 
cualquier manera, es preferible que si se generan cargos, estén explicitados en la Rendición de 
Cuentas, porque debemos cuidar los dineros públicos. Ahora, si esto no está maduro, pondremos una 
norma habilitante —como lo hemos hecho otras veces—- hasta que esta transición se consolide en 
gastos de funcionamiento, gastos de personal y demás. Creo que los señores Senadores debemos 
contar con el material que ustedes y el Poder Ejecutivo nos puedan proporcionar, para tomar una 
decisión. Una vez que se incorpore la transición en la Rendición de Cuentas, nos abocaremos a darle 
una primera sanción procurando tener cierta sintonía con la Cámara de Representantes, para tener 
una segunda sanción antes de fin de año. Obviamente, en algún momento tendremos que invitar a 
otros de los interesados, además de los que vinieron acá; la Suprema Corte de Justicia vendrá la 
semana que viene. No obstante, considero que debemos terminar acá el trabajo y esperar que los 
recursos estén en la Rendición de Cuentas —si no avanzamos en esa etapa, no podremos adelantar 
mucho- y abocarnos luego a la aprobación del Código. 


SEÑORA BEREZÁN.- Si no me equivoco, en la sesión anterior entregamos a los miembros de la 
Comisión la propuesta originaria que estuvo leyendo el doctor Chediak y, por su parte, el doctor Preza 
entregó la copia de un informe del señor Ministro Ehrlich, en representación del Ministerio de 
Educación y Cultura. Estos documentos los tiene el doctor Marcos Álvarez, que es el representante del 
Ministerio de Economía y Finanzas en nuestra Comisión, quien los iba a revisar. En el día de hoy él no 
está presente pero, por supuesto, la Suprema Corte es la que tendrá que resolver en función de la 
gradualidad y de los recursos humanos que necesita. El Ministerio de Educación y Cultura ya lo hizo 
tomando en cuenta la propuesta del Poder Judicial. Tal vez el doctor Álvarez sea la persona encargada 
de traerlo, contando incluso con la visión del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora que sabemos que tenemos el material, debemos abocarnos a que el 
Poder Ejecutivo y el Ministerio de Economía y Finanzas lo incorporen en la Rendición de Cuentas y, 
una vez que terminemos de considerarla, nos tendremos que ver más seguido para tratar artículo por 
artículo. No estoy hablando de resolver este tema, pero al menos propongo trabajar con nuestros 
invitados y con los miembros de la Cámara de Representantes para adelantar camino. 


Agradecemos la presencia a la delegación. La Comisión pasa a cuarto intermedio por cinco 
minutos. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Comisión de Reforma del Código del Proceso Penal) 


Quiero decir que no me parece conveniente avanzar en la consideración del tema que se 
incorporen los recursos a la Rendición de Cuentas. Considero que en este momento lo principal es 
disponer los recursos y, según tengo entendido, ya se ha hecho el cálculo correspondiente. Entonces, 
cuando se realice su incorporación en la Rendición de Cuentas, analizaríamos el régimen de trabajo; 
es en ese momento que considero que deberíamos apretar el acelerador. 


Ahora bien, estos aspectos han sido muy consensuados y entiendo que habría que estudiarlos 
con los señores Diputados; inclusive, podría empezarse el análisis artículo por artículo. Por mi parte, no 
tendría inconveniente en suspender las sesiones del Senado durante una semana, si fuera necesario, 
para sacar adelante esta iniciativa; de lo contrario, quizás no se pueda concretar. 


SEÑOR GAMOU.- Me parece muy buena la idea de compartir la labor con los Diputados. En ese 
sentido, quizás lo más operativo sería implementar una Subcomisión de esta Comisión y, a la vez, una 
Subcomisión de la correspondiente de la Cámara de Representantes. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿Esto se ha discutido ya en la Cámara de Representantes? 
SEÑOR PRESIDENTE.- No, señora Senadora. 
SEÑOR PASQUET.- Quisiera señalar un aspecto que considero importante. 


Debemos tener presente que en esta Comisión están involucrados —por decirlo así- todos los 
actores que deberían estarlo, a saber: los Jueces, los Fiscales, las asociaciones de funcionarios, los 
Defensores Públicos, el Colegio de Abogados, los Actuarios y la Universidad de la República. En 
definitiva, todos han participado. 


Entonces, esa instancia tan útil a la que a menudo recurrimos cuando en determinado 
momento detenemos el trámite y preguntamos la opinión de Fulano o Mengano, que no habían sido 
consultados, en este caso no va a ser necesaria pues, como dije, ya han sido consultados la Suprema 
Corte de Justicia, la Fiscalía de Corte y demás operadores, y todo está consensuado. 


Me parece que lo que ahora necesitamos es familiarizarnos con una innovación tan importante 
como la que se pretende introducir y dar tiempo para que, a través del debate público, la opinión 
pública en general y los abogados, los prácticos del Derecho, vayan tomando conocimiento de ella. 


Pienso que no tendría mucho sentido empezar a introducir después —vía Subcomisiones o 
algo similar— enmiendas artículo por artículo porque, de esa manera, no terminaríamos más. No se 
trata de que esto no se pueda mejorar —ello siempre es posible— sino de que, de esa forma, repito, no 
acabaríamos más el trabajo. 


En consecuencia, se me ocurre que, una vez examinada la iniciativa en general y luego de 
calibrar si estamos o no de acuerdo, podríamos aprobarla sabiendo que detrás de cada una de las 
personas que han venido aquí están representadas la Suprema Corte de Justicia, la Asociación de 
Magistrados del Uruguay, etcétera. No hablo de aprobarla a tapas cerradas, porque siempre algún 
punto se puede mejorar, pero estoy convencido de que la revisión minuciosa, artículo por artículo, nos 
condenaría a no sancionarlo nunca. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El régimen de trabajo lo vamos a establecer una vez que contemos con los 
recursos y hayan sido aprobado por las dos Cámaras pues, en mi opinión, avanzar en lo demás no 
tiene sentido. Recién en ese momento vamos a acelerar el trámite y a recibir a la Suprema Corte de 
Justicia, a los Fiscales y a todos quienes ya solicitaron ser recibidos por esta Comisión. 


SEÑOR MOREIRA.- El hecho de que la Rendición de Cuentas tenga una previsión de los recursos no 
significa que estemos condicionados a aprobarlo sí o sí aunque, en principio, todos los que integramos 
esta Comisión estamos dispuestos a hacerlo. Concuerdo en que hay que avanzar. 


SEÑOR GAMOU..- Propongo que suspendamos la visita de la Suprema Corte de Justicia y avancemos 
en el tratamiento del Registro Nacional de Huellas Genéticas y las dos solicitudes de desafuero. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Como criterio general, adhiero a la posición del señor Senador Pasquet porque 
el trabajo de la Comisión lleva ya tres años y es el resultado de una tarea minuciosa, en la que todos 
han participado y donde se refleja que hay acuerdo. En ese sentido, ha sido un meticuloso trabajo de 
consenso, y me parece que no deberíamos tener la tentación de corregir artículo por artículo y punto 
por punto, porque la labor se haría imposible. 


En fin, esta es una de las grandes reformas que el país tiene por delante y que comenzó con 
la ley de humanización de cárceles, porque allí se previó la formación de una Comisión para analizar 
este tema. 


De manera que adhiero a la posición del señor Senador Pasquet en el sentido indicado y creo 
que, con el temperamento que todos tenemos de apurar la sanción de este proyecto de ley, 
trabajaremos mucho mejor. 


SEÑOR DA ROSA.- Por mi parte, también coincido plenamente con lo que expresó el señor Senador 
Pasquet. 


Creo que aquí hay un trabajo de muchos años, que resume la impresión y el punto de vista de 
los distintos sectores involucrados en el ámbito del Poder Judicial y del Ministerio Público sobre las 
reformas y modificaciones que pueden establecerse en el Código respecto del procedimiento penal. 


Estoy de acuerdo también en que las modificaciones que podamos introducir tendrán que ser 
mínimas o, en todo caso, de redacción, pues evidentemente no nos vamos a apartar de los 
lineamientos establecidos en el proyecto. 


Recuerdo que cuando estaba en Facultad, había una tradición —por cierto no muy halagueña 
para la historia jurídica del país- por la que se decía que los Códigos se aprobaban en los tiempos de 
facto porque en los de democracia se discutía tanto sobre la cuestión técnica y los detalles de 
implementación que, al final, terminaban encarpetados sin ser aprobados. Por eso digo que, en 
términos generales, coincido con la apreciación del señor Senador Pasquet. 


Creo que lo más importante a discutir ahora es, concretamente, el plan gradual de 
instrumentación. A su vez, me parece fundamental conocer, de parte del Poder Ejecutivo, y 
particularmente del Ministerio de Economía y Finanzas, cuál es la disponibilidad de recursos que puede 
haber, adecuada a ese plan gradual. Es decir que debemos concatenar los dos aspectos: la estructura 
de ese plan gradual y la asignación de los recursos; una vez definidos ambos, podremos avanzar 
rápidamente en la aprobación del proyecto. Pero se trata de dos cuestiones previas fundamentales a 
resolver; de lo contrario, estaremos avanzando, pero siempre atados a determinadas condiciones 
externas y a lo que podamos resolver. 


Además, está la famosa cuestión de estar discutiendo proyectos muy bien elaborados, que 
compartimos y todos concebimos como una necesidad, pero que después, llegado el momento, no 
tienen posibilidades de ser instrumentados en la práctica. Debemos evitar esto, porque entonces 
simplemente generamos más frustraciones sobre el tema, y cuando estos proyectos se archivan, 
pasan muchos años antes de que vuelvan a ser puestos sobre la mesa. 


Entonces, insisto en que el trabajo fundamental e inmediato de la Comisión es determinar el 
plan gradual de aplicación y qué disponibilidad de recursos existe de parte del Ministerio de Economía 
y Finanzas para que esto pueda llevarse a la práctica, conforme a la idea con la cual todos —incluso la 
propia Comisión—- estuvimos de acuerdo, de que nadie está pensando en poner en marcha esta 
reforma del sistema procesal de forma brusca, inmediata o total, porque eso sería absolutamente 
catastrófico. Me parece que este es el camino por el que debemos transitar, sea en la sesión próxima o 
dentro de quince días, para después determinar el procedimiento definitivo a seguir con este cuerpo 
normativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración la moción del señor Senador Gamou en el sentido de 
suspender la visita a esta Comisión de la Suprema Corte de Justicia el próximo martes. 


(Se vota:) 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Asimismo, incluiríamos en el Orden del Día de la próxima sesión el tema de la suspensión de 
los fueros parlamentarios del señor Senador Rodolfo Nin Novoa y el relativo al Registro Nacional de 
Huellas Genéticas. 


SEÑOR LORIER.- ¿Qué ha sucedido con el asunto vinculado al doctor Muguruza? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos esperando los informes de las Cátedras y resolvimos incluir el punto 
en el Orden del Día dentro de un mes, los hayamos recibido o no. 


SEÑOR PASQUET.- Otro tema que podríamos incluir en el Orden del Día de la próxima sesión —sobre 
el que hemos recibido un informe del doctor Pérez Manrique-— es el que corresponde a un proyecto que 
envió la Corte y que refiere a la restitución internacional de menores, sobre el que todos estamos de 
acuerdo 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador. 


A su vez, dentro de quince días podríamos incorporar un punto que diga algo así como: 
“Análisis de los documentos entregados por la Comisión que contienen los aspectos financieros y de 
transición”. De esta manera nos referiríamos a la transición y, a su vez, en este tiempo los Senadores 
oficialistas procuraríamos recabar información acerca de cómo perfila ese tema en la Rendición de 
Cuentas. 


SEÑORA MOREIRA.- Dado que el Gobierno anunció que la Rendición de Cuentas va a ser de 
incremento de gasto cero, encomendaría al señor Vicepresidente —que tiene directa relación con el 
Ministerio de Economía y Finanzas- que realice la consulta lo más pronto posible, ya que 
aparentemente el costeo se va a hacer solo en dos departamentos. De cualquier manera, creo que 
tendríamos que seguir con el proceso y para no tener que trabajar con toda la Comisión de la Cámara 
de Representantes, tal vez deberíamos contar con algún enlace para tenerlos al tanto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una vez que los recursos estén seguros, me gustaría discutir a fondo cómo 
vamos a tratar el tema, pero indudablemente no lo vamos a hacer en el día de hoy. 


SEÑOR LORIER.- Coincidimos plenamente con lo dicho por el señor Senador Pasquet en el sentido de 
que en esta Comisión ha trabajado un amplísimo espectro de la realidad uruguaya vinculada al sistema 
penal, pero también me parece necesario subrayar la voluntad política del Poder Ejecutivo de impulsar 
estos temas. Debemos conectar todo esto con el Código Penal y su transformación, elemento 
sustancial de la realidad penal uruguaya. Señalemos, además, como bien decía el señor Senador Nin 
Novoa, un comienzo —quizá no tan consensuado, pero comienzo al fin— con la Ley de Humanización 
del Sistema Carcelario. Creo que son cosas que se relacionan —unas en la Cámara de Representantes 
y otras acá- y nos parece que la voluntad política del Poder Ejecutivo está traducida en el hecho de 
que los fondos están. Si después eso se discute más o menos, es otro tema; pero no nos cabe duda de 
que los fondos están. Existe una voluntad que supera al Ministerio de Economía y Finanzas, y es la del 
Gobierno en su conjunto que, por supuesto, está integrado por esa Cartera. 


Nos interesa dejar esta constancia en el sentido de que no va a haber mayores dificultades 
porque es expresión de una voluntad largamente manifestada en el tiempo el avanzar en un tema que 
es crucial y que todos los días inquieta a nuestra población, y debemos resolverlo con pasos buenos, 
sólidos y firmes como los que hemos venido dando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podemos incluir en el Orden del Día, después de la propuesta del señor 
Senador Da Rosa, un punto adicional referido al régimen de trabajo, de manera de discutir con 
tranquilidad este asunto. 


SEÑOR GAMOU.- Quiero aclarar que cuando hablé de la creación de una Subcomisión, no lo hice 
para reabrir esta discusión lo que sería absurdo— sino para facilitar el trámite y que los Diputados —a 
quienes conozco porque vengo de esa Cámara- no vuelvan a reeditarlo. El cometido de la 
Subcomisión sería informarles de lo actuado y entregarles todo el material que recibamos, de manera 
de evitar que la discusión se reedite en esa Cámara. En este sentido, estoy de acuerdo con lo 
expuesto por los señores Senadores Pasquet y Da Rosa en cuanto a tratar de no tocar los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 11 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


